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Cuestionario sobre el derecho de las personas con discapacidad al disfrute del más alto nivel posible de salud.
Respuesta de la República del Ecuador 
Quito, 30 de marzo de 2018. 
1. Sírvanse proporcionar información sobre legislación y políticas existentes o previstas para garantizar la realización del derecho a la salud de las personas con discapacidad, incluidos los desafíos actuales y las buenas prácticas.
El Estado ecuatoriano garantiza el pleno ejercicio del derecho a la salud de todos sus habitantes, incluidas las personas con discapacidad y sus familias, a través de las entidades que conforman el Sistema Nacional de Salud. El Ministerio de Salud Pública (MSP) cuenta con una estructura organizacional con especificidad en el área de las discapacidades, la Dirección Nacional de Discapacidades, encargada de coordinar el accionar del ministerio a fin de brindar una atención específica y especializada como es el mandato del ordenamiento normativo vigente. Las entidades que conforman el Sistema Nacional de Salud ejercen su accionar a la luz de las políticas públicas, directrices y estrategias consignadas en los siguientes documentos programáticos:
· Plan Nacional de Desarrollo 2017-2021 “Toda una Vida” 
El Plan Nacional para el Buen Vivir 2017 – 2021 es el instrumento al que se sujetan las políticas, programas y proyectos públicos plantea, en el objetivo de desarrollo número 1, el garantizar una vida digna con iguales oportunidades para todas las personas, al respecto de este objetivo se desprenden la política 1,2, que se enfoca en la creación de oportunidades en condiciones de equidad a lo largo del ciclo de vida, la política 1.4 que se enfoca en los sistemas de gestión integral a la infancia y la política 1.5 que refiere al sistema de atención integral y cuidados durante el ciclo de vida de las personas, enfatizando en los grupos de atención prioritaria.
http://www.planificacion.gob.ec/wp-content/uploads/downloads/2017/10/PNBV-26-OCT-FINAL_0K.compressed1.pdf
· Agenda Nacional Para la Igualdad de Discapacidades – ANID 2017-2021
El Estado ecuatoriano ha expedido también la Agenda Nacional Para la Igualdad de Discapacidades – ANID 2017-2021, que contiene doce ejes de política pública sobre discapacidades. El primero corresponde al Eje sobre Prevención de Discapacidades y Salud que describe siete estrategias para garantizar el ejercicio del derecho a la salud de las personas con discapacidad. 
https://drive.google.com/file/d/1qjqDxjHUXa4G5jxAGdDqEqBx07bOBlaA/view
· Estrategia Médico del Barrio
El Estado ecuatoriano, a través del MSP, ha implementado la estrategia de abordaje “Médico del Barrio” como la metodología de acción del MSP para impulsar la consolidación del Modelo de Atención Integral de Salud Familiar, Comunitario e Intercultural (MAIS-FCI), con el fin de garantizar el acceso equitativo a los servicios de salud a la población, con énfasis en los grupos de atención prioritaria acercando los servicios de salud a la comunidad, reorganizar el uso de los recursos disponibles en los distintos niveles de atención de los servicios de salud; y, asegurar la participación comunitaria efectiva en las acciones cotidianas de los servicios de salud.
http://www.salud.gob.ec/wpcontent/uploads/2018/02/Manual_De_Estrategia_de_Abordaje_Medico_del_Barrio_2018.pdf
2. Sírvanse proporcionar cualquier información y datos estadísticos (incluidas encuestas, censos, datos administrativos, bibliografía, informes y estudios) relacionados con el ejercicio del derecho a la salud de las personas con discapacidad en general, así como con especial atención en las siguientes áreas:
· Disponibilidad de servicios y programas de salud generales sin barreras, que tengan en cuenta todos los aspectos de accesibilidad para las personas con discapacidad;
En el marco del proceso de implementación del Modelo de Atención Integral de Salud- MAIS, que busca reorientar los servicios de salud hacia la promoción de la salud y prevención de la enfermedad, acercarlos a la comunidad reduciendo las barreras de acceso, promoviendo la participación ciudadana y en trabajo intersectorial, entre otros, ha llevado al Ministerio de Salud Pública plantear el Instructivo para el proceso de la Certificación de Servicios de Salud Inclusivos para potenciar en los establecimientos de salud de primer nivel de atención, la incorporación y desarrollo de la promoción de la salud, fortaleciendo el enfoque de inclusión y garantía del derecho a la salud, en el camino del mejoramiento de la calidad de vida de la población.
Al momento han alcanzado la Certificación de Servicios de Salud Inclusivos 725 unidades, que representan el 37% del total de establecimientos del primer nivel pertenecientes al MSP, con la firme convicción de lograr la totalidad en un futuro cercano.
· Acceso a servicios de habilitación y rehabilitación relacionados con la salud, gratuitos o asequibles, incluida la identificación e intervención tempranas.
Para asegurar la atención de salud de las personas con discapacidad, el Ministerio de Salud Pública del Ecuador dispone de 54 unidades de salud que brindan Servicios de Rehabilitación en el Primer Nivel de Atención; 50 adicionales en el segundo Nivel de Atención; 8 en el Tercer Nivel de Atención y 5 Centros de Rehabilitación Integrales Especializados.
El MSP ejecuta el proyecto de Tamizaje Metabólico Neonatal cuyo objetivo es la prevención de la discapacidad intelectual y la muerte precoz en los recién nacidos, mediante la detección temprana y manejo de los errores del metabolismo.
A través de este proyecto se previene la aparición de cuatro enfermedades: Hiperplasia Suprarrenal Congénita (discapacidad intelectual y muerte precoz); Hipotiroidismo (discapacidad intelectual); Galactosemia (discapacidad intelectual y muerte precoz); y, Fenilcetonuria (discapacidad intelectual); condiciones de salud que cuentan con los respectivos protocolos de intervención y Guía de Práctica Clínica establecidos por el MSP.
Cada niño o niña que es identificado como caso positivo recibe un tratamiento integral, con una atención y servicios de salud gratuitos, un seguimiento permanente de la salud, así como también la cobertura de medicina de manera continua en el centro de salud más cercano a su domicilio.
http://www.salud.gob.ec/guias-de-practica-clinica/
Adicionalmente el MSP, a través de sus unidades operativas ejecuta los siguientes programas de detección y atención temprana:
· Programa de Detección Temprana y Escolar de Discapacidades Auditivas
Mediante el diagnóstico temprano y atención especializada de problemas de audición en la población preescolar (0-4 años) y escolares (5-9 años).
Las unidades operativas del Ministerio de Salud Pública realizan a todas las niñas y niños menores de un mes de edad un examen de “emisiones otoacústicas”, para detectar problemas de audición.
También se ejecuta el Programa de Tamizaje Visual, para prevenir deficiencias oculares y detección temprana y oportuna de problemas visuales en el recién nacido y en niños de edad preescolar y escolar a través de la toma de agudeza visual, la valoración motora, de fondo de ojo y de defectos refractivos.
Finalmente, es necesario consignar que se ejecuta el Programa de Tamizaje del Neurodesarrollo, para detectar problemas en el desarrollo psicomotor en niños/as de 0 a 5 años de edad para la intervención temprana y oportuna con la finalidad de mejorar su funcionalidad y calidad de vida.
Los casos detectados como “positivos” de retraso del neurodesarrollo son derivados a los Centros Integrales de Rehabilitación Especializados para su intervención y seguimiento.
3. Sírvanse proporcionar información sobre la discriminación contra las personas con discapacidad en la prestación de servicios de salud, seguros de salud y/o seguros de vida por parte de proveedores públicos o privados.
El artículo 25 de la Ley Orgánica de Discapacidades dispone que la Superintendencia de Bancos y Seguros, controlará y vigilará que las compañías de seguro y/o medicina prepagada incluyan en sus contratos, coberturas y servicios de seguros de vida y/o salud a las personas con discapacidad y a quienes adolezcan de enfermedades graves, catastróficas o degenerativas.
Se establece que dichos contratos no podrán contener cláusulas de exclusión por motivos de preexistencias y las mismas serán cubiertas aun cuando la persona cambie de plan de salud o aseguradora; y, se prohíbe el negarse a celebrar un contrato de las características celebradas o a prestar dichos servicios, proporcionarlos con menor calidad o incrementar los valores regulares de los mismos, estando sujetos a las sanciones correspondientes por parte de la Superintendencia de Bancos y Seguros y demás autoridades competentes.
Por su parte mediante Decreto Ejecutivo Nro. 194, publicado en el Suplemento del Registro Oficial 109 de 27 de octubre del 2017, se expidió el nuevo Reglamento a la Ley Orgánica de Discapacidades y el mismo que en su artículo 17 establece que las condiciones de cobertura de asistencia médica o de salud y servicios de medicina prepagada para las personas con discapacidad, deberán ser definidas por cada empresa o compañía, sin incrementar el precio de las pólizas y los planes en comparación con los ofrecidos a las personas sin discapacidad.
En el caso de condiciones preexistentes, incluyendo las enfermedades graves, catastróficas o degenerativas que sobrevengan como consecuencia de la discapacidad, serán cubiertas por cualquier tipo de seguro de asistencia médica o de salud y servicios de medicina prepagada, con un monto de cobertura mínima de veinte (20) salarios básicos unificados por año, y surtirá efecto transcurrido un período de espera de tres (3) meses, contados desde la fecha de emisión de la póliza de seguro o contrato de medicina prepagada; pero se señala que, este límite no aplicará en caso de discapacidad superviviente.
Las condiciones preexistentes relacionadas con la discapacidad, serán cubiertas aún cuando la persona cambie de programa de salud o plan de medicina prepagada o aseguradora o empresa de medicina prepagada.
Se establece que los contratos de las pólizas de seguro o contratos de medicina prepagada que amparen a personas con discapacidad se deberán celebrar con una duración de al menos tres años; y que en el caso de cancelación anticipada no motivada, el asegurado o afiliado perderá el derecho a la continuidad de cobertura prevista en el artículo 25 de la Ley Orgánica de Discapacidades.
Se manifiesta que la cuantía de las primas de los seguros de asistencia médica o salud o cuotas de los servicios de medicina prepagada serán definidas por cada empresa o compañía, en función de sus propios análisis del riesgo asumido, experiencia de siniestralidad del grupo asegurado, primas o tasas sugeridas por reaseguradores y/o de los beneficios y coberturas ofrecidos; en tal virtud, tales primas serán iguales a las fijadas para similares pólizas o contratos emitidos a favor de las personas sin discapacidad.
De esta forma se garantiza el principio de Igualdad establecido en el número 2 del artículo 11 de la Constitución que señala que todas las personas son iguales y gozarán de los mismos derechos, deberes y oportunidades; en relación a los servicios de salud, seguros de salud y/o seguros de vida por parte de proveedores públicos o privados que se bridan a las personas con discapacidad; en comparación a los servicios de salud y/o seguros de vida que se bridan a las personas sin discapacidad.
4. Sírvanse proporcionar información sobre la observancia del derecho al consentimiento libre e informado de las personas con discapacidad en relación con la atención de la salud, incluidos los servicios de salud sexual y reproductiva y de salud mental.

- Consentimiento informado
El Ministerio de Salud Pública , ha implementado el “Modelo de Gestión de Aplicación del Consentimiento Informado en la Práctica Asistencial”, como instrumento para asegurar el derecho de los usuarios del Sistema Nacional de Salud a ser informados, previo a la toma de decisiones respecto a la atención en salud, con el fin de promover su autonomía en las decisiones sobre su salud y su cuerpo.
http://www.salud.gob.ec/wpcontent/uploads/2018/02/Manual_De_Estrategia_de_Abordaje_Medico_del_Barrio_2018.pdf
· Plan Nacional de Salud Sexual y Salud Reproductiva
El Ministerio de Salud Pública expidió el Plan Nacional de Salud Sexual y Salud Reproductiva 2017-2021, promueve la inclusión, la igualdad y el respeto de los Derechos Humanos en el marco de la Salud Sexual y Salud Reproductiva. Articula aspectos de la gestión del Sistema Nacional de Salud para lograr los recursos y procesos sistemáticos de producción y actualización de conocimiento sobre este tema; al mismo tiempo que desarrolla estrategias que logren modificar indicadores de Salud Sexual y Reproductiva que son prioritarios para el país.
http://ecuador.unfpa.org/sites/default/files/pub-pdf/PLAN%20NACIONAL%20DE%20SS%20Y%20SR%202017-2021.pdf
· Manual de Atención Integral en Salud Sexual y Reproductiva para Personas con Discapacidad. 
El Ecuador participó en el Estudio “Decidimos”, una investigación global, impulsada por el Fondo de Población de las Naciones Unidas –UNFPA, dirigido a los adolescentes y jóvenes ecuatorianos con discapacidad, enfocado en promover la inclusión social así como combatir la discriminación y violencia de género y garantizar el ejercicio de sus derechos sexuales y reproductivos. Dicho estudio tenía el propósito de proporcionar una guía para la promoción de la salud sexual y reproductiva y la violencia basada en género contra las personas jóvenes con discapacidad.
Como resultado de esta investigación, el Ministerio de Salud Pública, con el apoyo del Consejo Nacional para la Igualdad de Discapacidades (CONADIS), elaboró el Manual de Atención Integral en Salud Sexual y Reproductiva para Personas con Discapacidad con la finalidad de asegurar la atención de calidad y con calidez en salud sexual y reproductiva que responda a las necesidades y expectativas de las personas con discapacidad, de acuerdo a las competencias y niveles resolutivos del Sistema Nacional de Salud.
http://www.salud.gob.ec/wp-content/uploads/downloads/2017/09/manual-ss-discapacidades-FINALWEB-1.pdf
· Salud Mental

Ecuador, a través del Ministerio de Salud Pública ha implementado el Plan Nacional Estratégico de Salud Mental, que contempla acciones de promoción, prevención, tratamiento e integración social a personas que padecen alguna enfermedad mental. Al momento lo integran 743 establecimientos para la atención integral en salud mental en modalidad ambulatoria; 45 servicios para la atención a personas con consumo problemático y trastornos mentales graves en modalidad ambulatoria intensiva, en los que se desarrolla terapia grupal, individual, familiar, multifamiliar, ocupacional, grupos de autoapoyo profesionalizado, grupos de autoapoyo no profesionalizado, a través de los profesionales en psicología, trabajo social, medicina, psiquiatría (itinerante), terapista ocupacional; 12 Centros Especializados en Tratamiento a Personas con Consumo Problemático de Alcohol y otras Drogas (CETAD), en el que se brinda atención integral a personas con consumo problemático de drogas en modalidad residencial (473 camas; 946 personas anuales); y 28 unidades de salud mental hospitalaria que se encuentran en proceso de implementación para estabilizar cuadros agudos para posterior referencia/contrareferencia al nivel de atención que requiera de acuerdo a criterios de inclusión.
Adicionalmente, es necesario puntualizar que el Ministerio de Salud Pública está implementando la política pública de desinstitucionalización de los pacientes psiquiátricos, que contempla la conformación de Brigadas Multidisciplinarias de Reinserción, que despliegan un trabajo coordinado con los Gobiernos Autónomos Descentralizados (Municipios Locales), para lograr la concienciación de la ciudadanía para la sustentabilidad de esta iniciativa y un trabajo con las familias extendidas de estos pacientes para lograr el apalancamiento comunitario que permita asegurar el cumplimiento del plan terapéutico personalizado, la prestación de los servicios sanitarios específicos y el acompañamiento familiar de estas personas.
· Sírvanse describir en qué medida y cómo las personas con discapacidad y sus organizaciones representativas participan en el diseño, planificación, implementación y evaluación de políticas, programas y servicios de salud.
El Estado Ecuatoriano ha realizado importantes esfuerzos para promover la participación social de las personas con discapacidad y sus familias a través del fortalecimiento del movimiento asociativo de las personas con discapacidad. Una evidencia la encontramos en el proceso de elaboración de la Agenda Nacional Para la Igualdad de Discapacidades 2017 – 2021, que contó con la participación de 12.568 personas con discapacidad y sus familias, en 216 jornadas cantonales, así como un proceso de validación con 993 participantes de 46 entidades responsables de la ejecución de políticas públicas, desarrollado en 23 talleres provinciales
Adicionalmente, en el año 2017 se desarrolló la III fase de la Encuesta de Percepción de Condiciones de Salud, con el objeto de poner a disposición de los integrantes de los Comités Locales de Salud y la ciudadanía en general, la información más relevante del ámbito de las discapacidades, los derechos de las personas con discapacidad, como mecanismo de sensibilización para asegurar una atención integral en salud con calidad y calidez que contribuya a combatir la discriminación y eliminar las barreras que obstaculizan la inclusión social de las personas con discapacidad en su pleno ejercicio de su derecho a la salud.
El Consejo Ciudadano Sectorial de Salud es una instancia de diálogo, deliberación y seguimiento de las políticas públicas en salud que actúa como una red de participación de la sociedad civil articulada a la autoridad sanitaria nacional, con la finalidad de promover la participación social y el ejercicio del derecho a la salud de toda la ciudadanía, incluidas las personas con discapacidad y los grupos de atención prioritaria.
Finalmente, es importante consignar que el CONADIS, ejerce sus funciones de direccionamiento estratégico sobre todos los asuntos relativos a la discapacidad en el país a través del Pleno del Consejo, en cuya conformación participan de manera directa las personas con discapacidad representadas por cinco delegados permanentes uno por cada tipo de discapacidad, quienes fueron elegidos por el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social en un proceso democrático con la sociedad civil.
